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Radicado No 1500123-31-000-2007-00639-01 (37450)


CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO

Bogotá, D.C., diez (10) de diciembre de dos mil nueve (2009)

Radicación número: 1500123-31-000-2007-00639-01 (37450)

Actor: MIGUEL ALEJANDRO PINZON A. 

Demandado: DEPARTAMENTO DE BOYACA Y OTROS 

Asunto: Acción Contractual 

Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra el auto proferido por el Tribunal Administrativo de Boyacá, el 1º de julio de 2009, a través del cual se declaró la perención del proceso, providencia que será revocada.

                                            ANTECEDENTES 

1. Mediante escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Boyacá el 22 de agosto de 2007 a través de apoderado judicial, el señor Miguel Alejandro Pinzón A y otros integrantes del consorcio Vías de Boyacá, presentaron demanda en ejercicio de la acción de controversias contractuales contra el departamento de Boyacá y la sociedad Galvis Fracassi y Compañía S. en C., con el fin de que se declare la nulidad de la resolución No. 207 de 2007 por medio de la cual se adjudicó la licitación pública No. 020 de 2007 a la sociedad Galvis Fracassi y Compañía S. en C., y que con fundamento en la ilegalidad del anterior acto, se declare la nulidad absoluta del contrato 312 de 2007 celebrado en virtud de dicha licitación.

2. La demanda fue admitida mediante auto de 11 de diciembre de 2007, en el cual se ordenó notificar a la parte demandada – departamento de Boyacá y a la sociedad Galvis Fracassi y Cía S en C - y al Ministerio Público, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 150 del C.C.A. y 315 del C. de P. Civil; además, se fijó por concepto de gastos ordinarios del proceso la suma de $50.000 pesos a cargo de la parte demandante, y se ordenó que una vez vencido el trámite de la notificación se fijara el proceso  en lista por el término de 10 días.

3. El auto admisorio de la demanda fue notificado al demandante por estado fijado el 13 de diciembre de 2007, y personalmente al agente del Ministerio Público el 16 de enero de 2008.

4. Mediante oficio CECO No. 065 del 5 de febrero de 2008 la Oficial Mayor de la Secretaria del Tribunal Administrativo de Boyacá emitió una citación para notificar a la sociedad Galvis Fracassi y Cía S en C, en la que le informaba que debía comparecer al Tribunal para notificarse del auto admisorio de la demanda.

5. A través de Boleta No. 043/08 de 29 de mayo de 2008 se informó al proceso que el demandante había realizado una consignación por el monto de $50.000 por concepto de notificaciones y citaciones, y se anexó el respectivo recibo de consignación; a su vez mediante boleta No. 1080334676 de 27 de junio de 2008 la oficina de notificaciones y citaciones informó que la parte actora había consignado la suma de $11.000. 

6. El 06 de mayo de 2009, mediante nota de secretaría se informó al despacho del a quo,  lo siguiente:

“Igualmente para informar que no se ha fijado en lista el presente proceso, ya que no se ha notificado a la sociedad Galvis Fracassi y Compañía S. en C. por no existir constancia de entrega en la dirección correspondiente del citatorio para la notificación personal.” 

6. En auto de 1º de julio de 2009, el a quo declaró la perención del proceso por cuanto éste permaneció por mas de seis meses inactivo, sin que la parte actora hubiera realizado el correspondiente impulso del proceso.

Señaló que la Secretaría en cumplimiento del auto admisorio de la demanda, elaboró el oficio CECO No. 065 de 5 de febrero de 2008, el cual fue retirado por el abogado de la parte actora el 16 de junio de 2008 (fl.53), y que transcurrieron más de 17 meses desde la elaboración del oficio y casi un año desde que fue retirado por el actor y no se ha notificado a la Sociedad Galvis Fracassi y Cía S en C.; precisó, que como se observa en el expediente no obra constancia de entrega del mencionado oficio por la parte actora, ni tampoco se muestran las circunstancias que rodearon la entrega de dicho oficio como lo dispone el artículo 315 del C.P.C. 

Manifestó que del inciso 1º del artículo 148 del C.C.A. se infiere, que el no haber notificado a las partes no es impedimento para considerar la declaratoria de la perención, puesto que en la norma se determina que se contabilizará el término desde la fecha de la notificación de la demanda al Ministerio Público, el cual fue notificado a éste el 16 de enero de 2008.

Finalmente concluyó, que establecida la relación jurídico procesal, mediante la notificación al Ministerio Público, y la evidente inactividad de la parte actora como la directa interesada en darle el impulso normal al proceso, se tiene que se ha generado la parálisis del mismo por un término mayor a los 6 meses que prevé la norma.  

7. La parte actora recurrió la anterior decisión con el argumento de que de conformidad con las actuaciones realizadas por éste, el proceso nunca ha permanecido por falta de impulso en la secretaría por más de seis meses.

Señaló que el expediente no ha permanecido inactivo debido a que con posterioridad al auto admisorio de la demanda se realizaron las siguientes actuaciones: que el 5 de febrero de 2008 el Tribunal envió oficio con destino a la Gobernación de Boyacá donde se solicita los antecedentes de los actos demandados, que ese mismo día se emitió oficio de citación para la notificación a la sociedad Galvis Fracassi; que el 13 de mayo de 2008 y el 27 de junio siguiente fueron cancelados los gastos del proceso; que el 4 de julio de 2008 se notificó personalmente a la Gobernación de Boyacá del auto admisorio de la demanda; que el 14 de noviembre se presentó sustitución al poder otorgado por la parte actora y que el 16 de febrero siguiente se solicitó la expedición de copias del proceso; que el 24 de junio de 2009  solicitó que se hiciera nueva citación para notificar  a la Sociedad Galvis Fracassi y Cía S en C, y que el 1º de julio se decretó la perención del proceso.
Manifestó que la perención alegada por el Tribunal se basa en la falta de notificación de la demandada, pero como se señaló la solicitud de nueva notificación se presentó antes del decreto de la perención por lo cual quedó subsanado dicho impulso y es improcedente su decreto. 

Finalmente dijo en relación con el retiro de la citación para notificar a la sociedad Galvis Fracassi y Cía S en C considerada pro el  a quo, lo siguiente:

“ Al momento de la sustitución del proceso el apoderado anterior no me entregó ningún documento, como se ha establecido la sustitución se presentó el 14 de noviembre, solicité copias en febrero ya que era totalmente necesario conocer el expediente sin embargo duro hasta el 6 de mayo sin que la secretaria lo pasara al despacho para poner en conocimiento el memorial de sustitución  y la solicitud de copias, de igual manera observando el sistema de consulta con el historial del proceso no aparecía registrada la constancia de la citación por lo cual me comunique con el apoderado anteriores el cual en primer término me dijo que efectivamente había reiterado la citación y que la había enviado que la buscaba para entregármela y allegarla al proceso; finalmente luego de requerirlo varias veces para que me la entregara me manifestó que se le había extraviado a su secretaría; por lo cual Honorables Magistrados era totalmente necesaria la elaboración del nuevo oficio teniendo en cuenta que como lo ordena el artículo 315 del C.P.C., se debe entregar la copia cotejada y sellada y al no tener en mi poder esta para ser allegada al proceso me vi en la obligación de solicitar la nueva citación para efecto de continuar el trámite y dar celeridad al proceso”.    
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala revocará el auto impugnado, para lo cual analizará i. la perención en el proceso Contencioso Administrativo, ii. La notificación del auto admisorio de la demanda en el Código de procedimiento Civil y en el Código Contencioso Administrativo, y iii. el presente caso.

i. La perención en el proceso Contenciosos Administrativo.

1.  La perención es una forma de terminación anormal del proceso que se  aplica como consecuencia del incumplimiento de la carga que tiene el actor relacionada con la supervisión, el impulso y la vigilancia de los distintos trámites que vayan surgiendo de acuerdo al desarrollo normal de la actuación, incumplimiento que acarrea la parálisis del proceso.

En el Código Contencioso Administrativo se ha tratado la perención como una consecuencia frente a la inactividad del particular demandante por cuya cuenta se paraliza el proceso, en virtud de la cual se da por terminado éste y tiene como finalidad evitar la duración indefinida de los trámites. Es así como el artículo 148 ibídem ha establecido como requisitos concurrentes para la configuración del citado fenómeno, la inactividad del proceso imputable al particular demandante, por causa diferente a la suspensión del proceso y que dicha inactividad sea por un término superior a 6 meses. Estos requisitos suponen que exista el proceso, es decir que la relación jurídico – procesal se haya trabado con la  notificación personal al demandado o al Ministerio público
, dada la calidad de parte que este último ostenta en el proceso contencioso administrativo (art. 127 C.C.A.), de donde se desprende que su notificación traba la relación jurídico procesal y por ende no hay duda sobre la existencia del proceso, etapa en la cual se puede declarar  la perención.

Tiene establecido esta Sala en jurisprudencia que se reitera en esta oportunidad, que la perención no se produce automáticamente por el solo transcurso de 6 meses unido a la parálisis del proceso debido a la inactividad de la parte actora, sino que es menester que exista su declaración judicial. Por ello, si tal declaración no se produce, bien puede la parte actora proceder a realizar la actuación que corresponde, con el fin de promover el trámite del proceso, sin que se le pueda oponer la perención, porque se insiste, la existencia de esta figura procesal requiere de declaración judicial.

2. La notificación del auto admisorio de la demanda en el Código de procedimiento Civil y en el Código Contencioso Administrativo.
Para realizar la notificación del auto admisorio de la demanda, el Código de Procedimiento Civil regula dicho trámite en el artículo 315
 y a su turno el Código Contencioso Administrativo lo hace en los artículo 150 y 207
; basta atenerse a lo ordenado en cada una de estas normas, para concluir inmediatamente que existe un manejo legal diferente del tema en la normativa procesal civil, de aquel que le ha dado el Código Contencioso Administrativo. En efecto, mientras en la codificación procesal civil, la parte interesada en que se efectúe la notificación del auto admisorio de la demanda podrá directamente remitir dicha comunicación en el evento en el que el secretario no la envíe, en cambio en el código contencioso administrativo, dicha notificación debe realizarse únicamente por el mismo juez haciendo uso de sus respectivos instrumentos y desarrollando su propia normatividad.      
En ese orden es claro que, el artículo 315 de la normatividad procesal civil señalado, no es aplicable al proceso que se adelanta ante la jurisdicción contencioso administrativa, habida cuenta de que el tema de la forma de notificación del auto admisorio de la demanda  está íntegramente regulado por los artículo 150 y 207  del C. C. A., sin que se esté en presencia de vacío que justifique la remisión al Código de Procedimiento Civil. 

De manera que si la regulación de la notificación del auto admisorio de la demanda está íntegramente agotada en el Código Contencioso Administrativo, no resulta viable acudir a la remisión establecida en el artículo 267 del C.C.A. que dispone que en los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la jurisdicción en lo contencioso administrativo. 

Por lo anterior, el juez administrativo no puede argumentar razones de impulsión del proceso por la falta de notificación del auto admisorio de la demanda por la parte actora, con fundamento al evento previsto en el artículo 315 del estatuto procesal civil, cuando los artículos 150 y 207 del C.C.A que regulan el tramite de dicha notificación íntegramente en el proceso contencioso administrativo no preveen dicho trámite
. 

3.  En el presente caso 

El Tribunal Administrativo de Boyacá declaró la perención del proceso, por cuanto éste permaneció inactivo por mas de seis meses
por culpa de la parte actora, toda vez que desde el 16 de junio de 2008 dicha parte había retirado el oficio CECO No. 065 de 5 de febrero de 2008 consistente en la citación para la notificación a la Sociedad Galvis Fracassi y Cía S, y que transcurrieron más de 17 meses desde la elaboración del oficio y casi un año desde que fue retirado y no se ha realizado dicha notificación a la sociedad en mención.

La Sala no comparte la decisión adoptada por el a quo, debido a que el hecho de que no se haya notificado a la sociedad Galvis Fracassi y Cía S en C, no se erige en causal para que el proceso permanezca inactivo por culpa de la parte actora y como consecuencia de ello se declare la perención, toda vez que como se anotó, el trámite para la notificación del auto admisorio de la demanda en el proceso contencioso administrativo es el previsto en el artículo 207 del C.C.A. según el cual dicha notificación debe realizarse por el respectivo despacho judicial y no por el actor; con lo cual no es aplicable lo previsto en el artículo 315 del C. de P. Civil.

Por otra parte, teniendo en cuenta las actuaciones realizadas en el proceso se observa que la falta de impulsión de éste, no ocurrió por culpa de la parte actora, toda vez que encontrándose el proceso en la etapa de notificación del auto admisorio de la demanda, dicha parte ya ha realizado la actuación que le correspondía en virtud de la orden dada por el Tribunal en dicho auto tendiente a surtir la respectiva notificación, como era cancelar los gastos del proceso, y por el contrario es a dicho Tribunal, al que le corresponde adelantar la respectiva notificación.

Al respecto se encuentra demostrado: i. Que el 13 de mayo de 2008 la parte actora canceló en el banco Agrario de la ciudad de Tunja a nombre del Tribunal Contencioso Administrativo la suma de 50.000 con destino al proceso 2007-639, es decir al proceso de la referencia; y además que el 27 de junio de 2008 canceló la suma de 11.000 al proceso por concepto de notificación. Pagos que fueron aportados al procesos el 29 de mayo y el 27 de junio de 2007 (fls. 96 a 98 c.1). ii. Que el 4 de julio de 2008 el  aquo notificó personalmente a la Gobernación de Boyacá del auto admisorio de la demanda (fls. 99 c.1), iii. Que el abogado Juan M. Pinzón que presentó la demanda en el proceso de la referencia, el 16 de junio de 2008 recibió el oficio CECO No. 065 de 5 de febrero de 2008 consistente en la citación para la notificación a la Sociedad Galvis Fracassi y Cía S, y iv. Que el proceso no ha sido fijado en lista pues  no se ha notificado a la Sociedad Galvis Fracassi y Cía S, debido a que no existe constancia de entrega del citatorio para notificar (fl. 103 c.1 informe de secretaria). 

De lo anterior se deduce sin mayor dificultad, que el actor con las actuaciones que desarrolló en el proceso cumplió con lo dispuesto en el auto admisorio de la demanda antes de que se profiriera el auto que decretó la perención, situación que resulta suficiente para señalar que en el presente caso existió una actividad del actor tendiente a impulsar el proceso lo que impide la declaratoria de perención. 

Recuerda la Sala que la perención sólo surge como consecuencia de la paralización del proceso atribuible a la conducta del actor que tiene la carga de impulsarlo, y no tiene su origen en la inactividad de la administración de justicia, que satisfecha la obligación que le corresponde a la parte actora, no procede, como le compete, a realizar tal notificación. 

Las consideraciones que anteceden llevan a la Sala a revocar el auto apelado. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,

RESUELVE

Primero: REVÓCASE el auto apelado, esto es aquel proferido por el Tribunal Administrativo de Boyacá, el 1º de julio de 2009.

Segundo. En firme este auto devuélvase el expediente al tribunal de origen para que continúe con el trámite pertinente.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE

	ENRIQUE GIL BOTERO 

Presidente de la Sala


	RUTH STELLA CORREA PALACIO

	MAURICIO FAJARDO GÓMEZ
	MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 

� Así lo entendió la Sala  en auto de 6 de noviembre de 2003 exp. 24 754


� “ARTÍCULO 315. PRÁCTICA DE LA NOTIFICACION PERSONAL. <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2003/ley_0794_2003.html" \l "29" \t "_blank" �29� de la Ley 794 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Para la práctica de la notificación personal se procederá así:


1. La parte interesada solicitará al secretario que se efectué la notificación y esté sin necesidad de auto que lo ordene, remitirá en un plazo máximo de cinco (5) días una comunicación a quien debe ser notificado, a su representante o apoderado, por medio de servicio postal autorizado por el Ministerio de Comunicaciones, en la que informará sobre la existencia del proceso, su naturaleza y la fecha de la providencia que se debe notificar, previniéndolo para que comparezca al Juzgado, a recibir notificación, dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su entrega en el lugar de destino. Cuando la comunicación deba ser entregada en municipio distinto al de la sede del juzgado, el término para comparecer será de diez (10) días; si fuere en el exterior, el término será de treinta (30) días.


En el evento de que el Secretario no envíe la comunicación en el término señalado, la comunicación podrá ser remitida directamente, por la parte interesada en que se efectúe la notificación. Si fueren remitidas ambas comunicaciones, para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la primera que haya sido entregada.


Dicha comunicación deberá ser enviada a la dirección que le hubiere. (subrayas fuera de texto).


(…)”





� ARTICULO 207. AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA. <Subrogado por el artículo 46 del Decreto Extraordinario 2304 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> Recibida la demanda y efectuado el reparto, si aquélla reúne los requisitos legales, el Ponente debe admitirla y además disponer lo siguiente: 


1. Que se notifique al representante legal de la entidad demandada, o a su delegado, conforme a lo dispuesto por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo/codigo_contencioso_administrativo_pr005.html" \l "150" \t "_blank" �150� del Código Contencioso Administrativo. 


2. Que se notifique personalmente al Ministerio Público. 


3. Que se notifique personalmente a la persona o personas que, según la demanda o los actos acusados, tengan interés directo en el resultado del proceso. Si no fuere posible hacerles la notificación personal en el término de cinco (5) días, contados desde el siguiente a aquél en que el interesado haga el depósito que prescribe esta disposición, sin necesidad de orden especial, se las emplazará por edicto para que en el término de cinco (5) días se presenten a notificarse del auto admisorio de la demanda. El edicto determinará, con toda claridad, el asunto de que se trate, se fijará en la Secretaría durante el término indicado y se publicará dos (2) veces en días distintos dentro del mismo lapso en un periódico de amplia circulación nacional o local, según el caso. El edicto y las publicaciones se agregarán al expediente. Copia del edicto se enviará por correo certificado a la dirección indicada en la demanda y a la que figure en el directorio telefónico del lugar, de lo cual se dejará constancia en el expediente. 


Si la persona emplazada no compareciera al proceso, se le designará curador ad litem para que la represente en él. 


4. Que el demandante deposite, en el término que al efecto se le señale, la suma que prudencialmente se considere necesaria para pagar los gastos ordinarios del proceso, cuando hubiere lugar a ellos. El remanente, si existiere, se devolverá al interesado, cuando el proceso finalice. 


(…).





� A lo anterior se suma que  en materia civil la perención del proceso fue derogada.
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